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INTRODUCCIÓN

			
¿OTRO LIBRO SOBRE EL ANÁLISIS DE POLÍTICAS PÚBLICAS?

			¿Realmente hacía falta? A decir verdad, ya existen múltiples publicaciones sobre este tema en castellano. La antología coordinada por Aguilar Villanueva (1996), la traducción de obras de referencia extranjeras como la de Mény y Thoenig (1992), la de Bardach (1999) o más recientemente la de Parsons (2007). El estudio de Gomà y Subirats (1998) sobre las políticas públicas en España, el de Brugué y Gomà sobre la acción pública local (1998), el de Morata sobre las políticas sectoriales europeas (2000), el de Grau y Mateos sobre los diferentes marcos analíticos (2002), el de Pérez Sánchez (2005), los de Subirats (1989; et al., 2008; con Dente, 2014) o de Paston Albaladejo (2014) sobre la acción pública demuestran el interés creciente por el análisis de las políticas públicas. Entonces, ¿por qué un nuevo libro sobre este tema?

			La respuesta a esta pregunta es doble. Creo recordar que la causa profunda de este libro se remonta al año 2009 durante una entrevista de trabajo en Toulouse, en la que el jurado me preguntó cómo organizaría un curso, de unas treinta horas, sobre análisis de políticas públicas. De alguna forma creo que nunca dejé de pensar en la respuesta hasta plasmarla sobre el papel algunos años después. La causa circunstancial es mucho más simple. El área de políticas de la Universidad Pablo de Olavide me encargó la preparación de un curso de «Análisis y evaluación de políticas públicas» al principio del año académico 2011-2012. Así que, un poco a la manera de la citación atribuida a Jean Giono, ya sabía que «mi libro estaba acabado [y que] sólo me quedaba escribirlo».

			El valor de un libro se mide tanto por su contenido como por los cabos que deja sueltos. Me pareció que, a pesar del gran número de volúmenes dedicados a las políticas públicas, todavía faltaba uno que sintetizara de una forma simple y atractiva los logros conseguidos durante los últimos treinta años. Dicho de otra forma, pensé que el conjunto de excelentes libros al que hacía referencia al principio de esta introducción dejaba abiertos algunos temas a los que —modestamente— pensaba poder añadir más información, más actualizada y mejor ordenada. Por ello, el texto que tiene entre las manos persigue cinco objetivos.

			
USO FÁCIL

			Este libro consta de capítulos cortos y esquemáticos, croquis y explicaciones sencillas que permiten navegar en esta obra sin mayor complicación. Numerosos ejemplos sacados de la vida política ayudarán al lector o lectora a sacar el máximo provecho de su lectura. Las bibliografías ubicadas al final de cada capítulo intentan proporcionar las informaciones básicas y las obras esenciales para seguir la lectura por su cuenta. En resumen —y parafraseando a Woody Allen—, este manual es un intento de proporcionar un mínimo de conocimientos a todas las personas que «siempre quisieron saber más sobre las políticas públicas, pero que nunca se atrevieron a preguntar».

			
SABER TRANSVERSAL

			El análisis de las políticas públicas es de esas disciplinas «puente» donde se cruzan los saberes y las tradiciones académicas. Requiere una forma de pensamiento transversal capaz de conectar elementos pertenecientes a varios campos de la ciencia. Para ilustrar esta afirmación se puede realizar el ejercicio siguiente. Consiste simplemente en unir los nueve puntos del dibujo con cuatro rectas y sin levantar el lápiz.
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			Muchas personas no lo consiguen a la primera, simplemente porque se imponen una regla suplementaria que consiste en «no salir de los límites del dibujo». Sin embargo, dicha regla no aparece en ninguna parte. Si se levanta esta prohibición, el juego se resuelve por sí sólo.
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			Por esta razón, tanto las referencias como los métodos y los ejemplos usados en este libro provienen de horizontes muy diversos con el fin de evitar el síndrome de las «mesas separadas» entre disciplinas científicas al que hacía referencia Gabriel Almond (1988, 828-842) al final de los años ochenta. En las líneas que siguen, los politólogos se codean con los psicólogos, sociólogos, juristas, economistas, gerentes y matemáticos; los autores europeos encuentran a sus homólogos asiáticos y americanos; los métodos cuantitativos y cualitativos conviven entre sí. El espectro de los enfoques presentados es extremadamente amplio ya que transcurre desde la teoría de la elección racional más intransigente hasta el marxismo más determinista. Además, en la medida de lo posible, las referencias bibliográficas indican siempre la primera edición original de la obra citada, y en su lengua original, para entender el desarrollo teórico y los debates históricos entre autores. En resumidas cuentas, este texto ha sido pensado como una plataforma de intercambio intelectual. A diferencia de los manuales «de autor», no promueve ningún enfoque en particular e intenta dedicar un espacio a todos los que han aportado una piedra al edificio intelectual que es el estudio de las políticas públicas.

			
CONOCIMIENTOS COMPLETOS

			Esta obra ambiciona no dejar ninguna línea de investigación de lado. Para marcar esta prioridad, el libro consta de tres partes claramente definidas. La primera es relativamente clásica ya que describe las fases del ciclo de políticas públicas tales como las suelen presentar los demás manuales. La segunda va mucho más allá y se centra en los grandes debates contemporáneos que agitan el mundillo de la investigación en políticas públicas. Aborda temas como la comparación, el estudio del cambio, los instrumentos, los bienes comunes o la gobernanza que hoy en día son imprescindibles para entender la materia. A la manera de una brújula, este proyecto debería permitir al lector no perderse en el océano de referencias que inunda el campo de las políticas públicas. La tercera parte de este libro intenta innovar también al proporcionar una serie de prácticas y recursos didácticos sobre la acción pública. Además, un glosario con la traducción de los términos en inglés está disponible al final de esta obra. De manera que espero que su lectura resulte útil tanto al estudiante de primer ciclo como al doctorando y al lector ocasional.

			
AYUDA A LA DOCENCIA

			Elaborado con los alumnos de segundo y tercer año del Grado de Ciencia Política y de la Administración de la Universidad Pablo de Olavide de Sevilla, este volumen ha ido adquiriendo su forma actual gracias a los comentarios y aportaciones de cada uno de ellos. Por ello está pensado como una obra que responda a las exigencias del Espacio Europeo de Educación Superior. Consta de quince lecciones teóricas claramente delineadas y con sus prácticas respectivas. Cada lección se centra en un aspecto clave de las políticas públicas, y estos capítulos están unidos entre sí a través de los comentarios a pie de página. Los capítulos incluyen además numerosos recursos para el docente y sus alumnos: hipervínculos de la red Internet, softwares de libre acceso, nuevas tecnologías con juegos de vídeo serios y simulaciones, recuadros presentando ideas claves u autores imprescindibles y bibliografías actualizadas hasta el 2014.

			
CIUDADANÍA MOVILIZADA

			Un libro es también fruto de su tiempo. En la mayoría de los casos resulta difícil separar una obra de las circunstancias de su elaboración (en este caso la escritura arrancó dos años después de la caída del banco Lehman Brothers). Quizás por ello elaboré este texto con un objetivo más amplio. Convencido de que la cultura nos hace libres, estas páginas intentan desentrañar los resortes del poder para dotar al ciudadano de las armas necesarias para reivindicar su puesto en la gestión de la comunidad. Se trata de proporcionar el conocimiento necesario al lector para entender los mecanismos de producción de la acción pública y evitar que adopte un papel pasivo frente a la política. En definitiva —y aunque pueda parecer una falta tremenda de humildad—, este libro pretende aportar su granito de arena a la lucha por un sistema democrático más justo y, a la vez, más respetuoso con las libertades. Esta dimensión cívica republicana (en el sentido de Hannah Arendt) supone el desempeño de un papel activo en la sociedad, hoy en día más necesario que nunca.

			
¿OBJETIVO CONSEGUIDO?

			Contestar a esta pregunta no es de la incumbencia del autor sino de los propios lectores. Como de costumbre, cualquier error u omisión es responsabilidad íntegra del autor. Para cualquier duda acerca de esta publicación contactar con:

			Jean-Baptiste Harguindéguy (jbhar@upo.es)

			Universidad Pablo de Olavide

			Que disfrute de la lectura.

		

	
		
			PARTE PRIMERA

			
LAS DIFERENTES FASES DEL CICLO DE POLÍTICAS PÚBLICAS

			 

			El análisis en términos de «ciclo de políticas públicas» no es nada nuevo. Apareció en los años cincuenta a raíz del trabajo de Harold Lasswell, aunque varios autores participaron en la consolidación de este enfoque teórico. Filosóficamente hablando, se trata de una forma racionalista de analizar las políticas públicas (es decir, que analiza la sociedad como si todos sus actores fueran perfectamente racionales) y con un fuerte carácter normativo (o sea, que estaba pensado en un primer momento como modelo de ayuda a la decisión política). Se trata de dividir el proceso de adopción de un programa público en fases para poder entender (y mejorar) cada una de ellas. Resulta muy útil para simplificar los procesos políticos, de por sí complejos. Pero no refleja del todo la realidad (De Leon, 1997, 5-17; Harguindéguy, 2006, 148-152) (Gráfico 1).

			GRÁFICO 1

			El ciclo de las políticas públicas
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			FUENTE: Elaboración propia.

			Existen numerosas versiones del ciclo de políticas públicas. Entre las más famosas destacan las siguientes. La primera de todas es el modelo de Lasswell (1956), que identifica las etapas de «inteligencia» (se estudia el problema en profundidad), «recomendación» (se sopesa cada alternativa), «prescripción» (se crea una regla general), «invocación» (se espera que modifique algunos comportamientos), «aplicación» (puesta en obra de la política), «terminación» (se acaba) y «evaluación» (se calcula si ha sido eficaz y cómo mejorarla).

			Por su parte Charles Jones (1970) separa las fases de «percepción» (parece que hay un problema), «definición» (se establecen las fronteras del problema), «organización» (se agrupan informaciones al respecto), «representación» (el problema entra en las instituciones políticas), «formulación» (se crea una posible solución), «legitimación» (se intenta dar peso político a esta solución), «aplicación» (se pone en marcha la política elegida), «reacción» (se observan los movimientos de aceptación o rechazo que genera) y «evaluación» (se calcula el impacto que ha tenido).

			A los pocos años este modelo sufrió las modificaciones impuestas por Brewer (1974, 239-144), para quien las etapas se convirtieron en «iniciación» (se identifica un problema), «estimación» (se calcula su amplitud), «selección» (se elaboran alternativas y se elige una), «implementación» (se aplica), «evaluación» (se estudian sus efectos) y «terminación» (se acaba la política).

			Por fin, uno de los más recientes —y uno de los más sencillos— es el que propone Anderson (1975): «agenda» (algunos temas pueden entrar o no en la agenda gubernamental), «formulación» (se formulan varias alternativas), «adopción de la política» (se elige una alternativa), «implementación» (se pone en marcha la política) y «evaluación» (se intenta saber si ha funcionado).

			Varias críticas tachan este enfoque de poco realista por al menos dos razones. Según Robert Nakamura (1987, 142-154), este «enfoque de libros de texto» sobresimplifica procesos complejos. Frecuentemente, las fases del ciclo se mezclan, vuelven atrás, o el resultado no tiene nada que ver con lo previsto. Por su parte, Paul Sabatier (2000) afirma que los enfoques cíclicos no son modelos causales y predictivos, sino simples taxonomías que ayudan a entender la lógica general de un proceso pero no su dinámica. De esta forma niega la concatenación de los acontecimientos y aboga por un uso más crítico de este enfoque.

			Sea cual sea la opinión de estos autores, los esquemas cíclicos permiten tener las ideas claras sobre el objeto de estudio. Después de todo, las ciencias sociales sirven ante todo para simplificar y modelizar la realidad y no se puede negar el carácter heurístico de los modelos cíclicos. Por ello, la estructura de la primera parte de este libro refleja las fases de lo que bien podría llamarse «ciclo medio»: definición de los problemas, puesta en la agenda, toma de decisión, implementación y evaluación.

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			
¿QUÉ ES EL ANÁLISIS DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS?

			
INTRODUCCIÓN

			Todos los libros que versan sobre análisis de políticas públicas suelen empezar por la distinción entre los diferentes sentidos de la palabra «política» en inglés. Este capítulo no será ninguna excepción a la regla. En inglés esta palabra tiene tres traducciones. La primera es la de politics y se refiere al juego político diario. Politics se basa en alianzas y conflictos. Las negociaciones y apoyos necesarios para aprobar un proyecto de ley en un parlamento son un claro ejemplo de politics. La segunda traducción es la de polity, que hace referencia a la arquitectura institucional. Se trata de las instituciones políticas en un sentido amplio (ley, organizaciones de Estado, estructura). Finalmente, «política» se puede traducir por policy. Public policy se suele traducir como «políticas públicas» o «acción pública». De la misma forma, la expresión policy analysis puede ser traducida como «análisis de las políticas públicas» o como «sociología de la acción pública».

			El análisis de políticas públicas es una subdisciplina de la ciencia política, al igual que el estudio del comportamiento electoral, las instituciones, la cultura política, la administración pública, las relaciones internacionales, las elites o las ideas filosóficas. Está recogido de forma implícita en la nomenclatura de las ciencias sociales definida por la UNESCO (Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura) (1988) y abarca tanto los estudios sectoriales de la categoría 5902 como los que tratan de administración pública (categoría 5909), de los que procede parcialmente. La gran diferencia reside en que la ciencia de la administración suele centrarse más en los «actores» (por ejemplo, las elites del Estado, las estructuras descentralizadas o la satisfacción de los usuarios) y en los «procesos» (la corrupción, el control de calidad) que en los resultados. El análisis de políticas públicas se centra precisamente en dichos «resultados», es decir, en todas las decisiones que toma e implementa la administración (Gráfico 1).

			Se trata, pues, de una tarea inmensa, ya que los sistemas políticos modernos se legitiman tanto por los inputs (el voto, los referéndums, el apoyo popular a las instituciones en general) como por los outputs (las políticas que implementa el gobierno y que reciben los ciudadanos) (Scharpf, 2003). A veces resulta complicado hablar de una materia como el análisis de las políticas públicas, porque es esencialmente multidisciplinar y utiliza elementos de otras disciplinas como la psicología, la sociología, la ingeniería, la economía, la gestión, la geografía y el management. Es su principal limitación pero también su mayor virtud, porque obliga a tener un conocimiento global del sistema político. Por ello, este primer capítulo definirá lo que es una política pública antes de centrarse en la evolución de su análisis.

			GRÁFICO 1

			La ciencia de la administración
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			FUENTE: Elaboración propia.

			
I. DEFINIR LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

			Se pueden definir las políticas públicas como programas desarrollados por autoridades públicas. En este sentido, la Organización de las Naciones Unidas, el ayuntamiento de Madrid o el gobierno chino son todos productores de políticas públicas. Pero ¿por qué intervienen?, ¿a través de qué mecanismos?, ¿y qué tipos de políticas se pueden implementar?

			
A) LA AUTORIDAD PÚBLICA


			Aunque parezca obvio, hay muchos tipos de autoridades públicas, muy diferentes entre sí. Se puede definir una autoridad pública por tener dos dimensiones. La primera es su capacidad de representación colectiva. No hace falta que estas autoridades sean elegidas democráticamente para ser consideradas como entes «públicos». Sólo hace falta que sean las que se encargan —para bien y para mal— de administrar la comunidad (como el gobierno de Corea del Norte, por ejemplo). La segunda dimensión fundamental es el ejercicio de un poder propio. Una autoridad pública no puede ser un mero intermediario. Tiene que tener una cierta potestad. Por ejemplo, la empresa de pintura que pinta las fachadas del ayuntamiento de Londres no genera políticas públicas. También hay que señalar que dichas autoridades pueden ser locales (ayuntamiento de Caracas), regionales (Generalitat de Cataluña), estatales (Islandia) e incluso internacionales (como la Organización del Tratado del Atlántico Norte, OTAN). Es importante subrayar que pueden actuar en un sector muy concreto, como la Bolsa en el caso de la Comisión Nacional del Mercado de Valores española.

			
B) LA INTERVENCIÓN PÚBLICA


			Según la economía clásica, las autoridades públicas intervienen principalmente para paliar los «fallos del mercado». Ello significa que, en general, el mercado es una herramienta muy eficaz para facilitar el intercambio de bienes y servicios entre agentes económicos (individuos, empresas y administraciones). Sin embargo, algunas veces no consigue una atribución óptima de los recursos o simplemente dicha atribución es inaceptable desde un punto de vista moral (Bator, 1958, 351-379; Albi Ibáñez et al., 2000). En tal caso, se supone que los gobiernos son los únicos actores económicos con la capacidad financiera suficiente para actuar. Los llamados fallos del mercado son de siete tipos.

			El más clásico quizás sea la existencia de monopolios. Las situaciones monopolísticas ocurren cuando una empresa es la única en ofertar un bien o servicio en un mercado (como Microsoft y su casi-monopolio en el mercado de los sistemas operativos). Sin competencia real, el ente monopolista no recibe ningún incentivo para modificar su comportamiento. En tal circunstancia se puede esperar que los precios no bajen y que la innovación se ralentice (Dasgupta y Stiglitz, 1996, 1-28). Por ello se suelen adoptar medidas antimonopolísticas, como, por ejemplo, la ley Sherman Antitrust, adoptada en 1890 en Estados Unidos. Dicha ley permitió el desmantelamiento de gigantes industriales como American Tobacco y Standard Oil en 1911 o, más recientemente, AT&T en 19861.

			Las externalidades negativas constituyen otro fallo del mercado. Las externalidades pueden ser positivas o negativas. Si son positivas, el poder público no tiene por qué actuar. El hecho de que una tienda de muebles atraiga a clientes de toda una provincia es beneficioso para los comercios de los alrededores. En cambio, cuando la actuación de un tercero interviene negativamente sobre uno de los actores del mercado sin que dicho tercero asuma el coste de su actividad, el gobierno tiene que intervenir (Meade, 1952, 54-67). Por ejemplo, los residuos de una fábrica química se pueden depositar sobre la tierra de los agricultores que la rodean y matar las cosechas. El gobierno puede imponer una tasa para que las empresas contaminantes paguen por el daño causado. También puede establecer normas reglamentarias más estrictas contra la contaminación con el fin de «internalizar» las externalidades negativas.

			Cuando los compradores y vendedores no tienen posibilidad de averiguar si los productos que compran/venden son de la calidad esperada, el mercado tiende a bloquear las interacciones. Se trata de un caso de información imperfecta. Así pues, si no se puede conocer la calidad de los coches de segunda mano, entonces nadie estará dispuesto a comprar uno más allá de un precio muy bajo (Akerlof, 1970, 488-500). Es tiempo de que el gobierno actúe y establezca estándares de calidad como las normas ISO (International Standard Organization), que fija la Organización Internacional de Normalización desde 1947 en Ginebra.

			La existencia de bienes públicos puede justificar la intervención gubernamental. Por definición, un bien público pertenece a todos en general y a nadie en particular, como el aire, el bienestar común, el alumbrado público, la paz o la defensa (John, 1998). Los bienes públicos se fundamentan en dos dimensiones, según Samuelson (1954, 387-389): la «no-rivalidad» (el consumo por parte de un individuo de un bien público no implica que otro individuo tenga que renunciar a ello) y la «no-exclusión» (no se puede impedir que todos los individuos tengan acceso a dicho bien)2. Ningún actor racional estaría dispuesto a pagar sólo por mantener un ejército que defendiera al conjunto del país, ya que los demás actores se aprovecharían de esta inversión sin tener que pagar un céntimo por ello. Por tanto, este tipo de gasto necesario tiene que ser asumido por una autoridad pública en nombre de la comunidad.

			Aunque se parezcan a los bienes públicos, los bienes comunes plantean otro tipo de fallo del mercado. Estos bienes (bancos de pescados, pastos, agua) son recursos limitados al que todos los actores de una determinada zona tienen acceso. En otros términos, son bienes rivales y no exclusivos. Según los postulados de la economía neoclásica, la no regulación de dichos bienes puede acarrear problemas de saqueo de los recursos ya que todos los actores económicos desearán sacarles el máximo provecho. En un plazo muy breve estos recursos desaparecerán a causa de la sobreexplotación. Por ello, el gobierno debe intervenir fijando cuotas (como en la pesca del atún), derechos de propiedad claramente definidos (trazando zonas geográficas y fijando temporadas de pesca) o imponiendo multas3.

			El último fallo «técnico» del mercado es su poca eficiencia a la hora de asignar eficientemente los recursos entre agentes. En algunos casos el mercado genera paro (es decir, una demanda de trabajo superior a la oferta); en otros puede generar inflación (cuando los precios aumentan bajo el efecto de una demanda de bienes sostenida) o burbujas (como la burbuja inmobiliaria en España que estalló en 2008). Los ciudadanos suelen pedir la intervención del Estado en determinadas circunstancias, aunque dicha intervención no siempre genere los efectos deseados. La inversión en educación o las ayudas a las empresas entrarían en esta categoría.

			Finalmente, existen determinadas actividades en las que un sistema de regulación a través del mercado sin interferencia gubernamental no sería deseable. La trata de blancas, el tráfico de drogas o el juego clandestino son actividades económicas que pueden ser muy lucrativas para sus gestores. Sin embargo, son moralmente reprensibles y buena parte de la ciudadanía apoya la intervención pública en este ámbito. Dicha intervención puede ser preventiva (a través de una campaña contra las adicciones, por ejemplo) o represiva (con redadas contra narcotraficantes). La paradoja es que los gobiernos pueden llegar a proteger a los ciudadanos contra sí mismos prohibiéndoles el uso de armas o sustancias ilícitas.

			
C) EL CONCEPTO DE «POLÍTICAS»

			Un programa público suele basarse al menos en cinco dimensiones (Mény y Thoenig, 1989; Muller y Surel, 1998). La primera es la existencia de un contenido. El contenido se refiere a las medidas concretas utilizadas y, en particular, a los instrumentos movilizados (prestaciones, recortes, represión...). Por ejemplo, con la política del «cheque bebé» lanzada por el Gobierno Zapatero en julio de 2007 se pretendía fomentar la natalidad con un incentivo financiero de 2.500 euros por niño/a, independientemente de los recursos familiares. Al ser uno de los países europeos con la tasa de fecundidad más baja, el gobierno español pensaba que podía y debía incentivar la procreación.

			La segunda dimensión importante es la del calendario. Se trata de programar la acción del gobierno en el tiempo para maximizar su efecto. Por ello, se tiene que definir un período de actuación de una fecha a otra, un poco siguiendo la lógica de los modelos de análisis cíclicos. En este caso, el cheque bebé duró cuatro años (de julio de 2007 a enero de 2011), durante los cuales casi quinientos mil padres disfrutaron de esta subvención. Como muchos programas públicos, esta política cesó por falta de financiación, aunque en un principio no tenía fecha de terminación.

			Cualquier política reposa sobre una teoría del cambio. Detrás de cada programa se esconde un razonamiento causal. Se genera una política pública porque se cree que tendrá un efecto X sobre un grupo Y. La política del cheque bebé se fundamenta en un análisis racional puro del comportamiento humano. Se supone que el factor más importante para tener hijos es la situación económica de los padres. Esta variable es probablemente una de las más importantes a la hora de tomar la decisión de tener un/a niño/a. Sin embargo, olvida otros factores que puedan facilitar la conciliación entre trabajo y vida familiar, como las subvenciones a las guarderías o la modificación de horarios laborales.

			En cuarto lugar, todos los programas públicos abarcan un cierto campo de acción. Este campo se compone de un grupo de personas y/o de un espacio geográfico. Por una serie de decisiones políticas, estos individuos son los receptores de la política y este criterio les diferencia de otros grupos territoriales y/o sociales que no se verán afectados directamente por el programa implementado. Por ejemplo, la política del cheque bebé se aplicaba al caso de las madres que tuvieran un/a hijo/a durante el período de aplicación, y sólo en territorio español. Este criterio territorial generó algunos problemas de aplicación, especialmente en las zonas fronterizas, donde la maternidad más cercana era la del pueblo vecino situado en otro Estado. Fue el caso de las familias catalanas del Alt Urgell, que solían utilizar los servicios hospitalarios andorranos tal y como describe la noticia de la Tabla 1.

			Finalmente, siempre tiene que haber una forma de obligar a la gente a que haga lo que se le pide. Por ello una política incluye obligatoriamente un factor de coerción. Según la fórmula de Max Weber (en Coller, 2003): «El Estado es una forma de comunidad política que está limitada territorialmente, que regula mediante leyes las interrelaciones de los individuos que viven en él, y que clama para sí el monopolio del uso legítimo de la violencia para hacer cumplir y mantener el orden legal.» Esta definición se aplica a la acción pública. La expresión «uso legítimo de la violencia» no debe asustar sin embargo, ya que antes de llegar a este extremo existe una serie de medidas de presión como las multas o el embargo económico. Siguiendo con el ejemplo del cheque bebé, hubo algunos problemas con el lugar de nacimiento y el Ministerio de Hacienda tuvo que actuar multando a los infractores (Tabla 1).

			TABLA 1

			Ejemplo de pleito en torno a una política pública

			
				
					
				
				
					
							
							Hacienda reclama el «cheque-bebé» de siete niños que nacieron en Andorra

							Siete familias del Alt Urgell han denunciado que Hacienda les reclama la devolución de los 2.500 euros del «cheque-bebé» que recibieron por el nacimiento de sus hijos porque los niños nacieron en un hospital andorrano y no en España, requisito indispensable para recibir la ayuda.

						
					

				
			

			FUENTE: La Voz de Galicia (2010).

			
D) CLASIFICAR LAS POLÍTICAS PÚBLICAS


			Dicho esto, ¿cuáles son los diferentes tipos de políticas públicas existentes? Prácticamente todos los autores relevantes en este campo suelen dar una respuesta diferente. Existen cientos de tipologías en función del lugar, del nivel de gobierno o de la época. Sin embargo, una de las respuestas más sencillas y útiles es, sin lugar a dudas, la de Theodor Lowi (1964, 677-755), que las clasifica en función de su grado de coerción pública (Salisbury, 1968, 151-175) (Tabla 2):

			En esta tabla aparecen cuatro grupos de políticas públicas en función de si se ejerce la coerción pública de forma directa o indirecta, y de si se ejerce directamente sobre la población objetivo o sobre su entorno. Las políticas distributivas son indirectas en el sentido de que no obligan a nadie a hacer lo que no haría de otra manera. Eso sí, se aplican directamente a los individuos que las requieren, concediendo (o no) una autorización a los individuos afectados. En otras palabras, esta categoría agrupa las políticas que consisten en otorgar permisos (de construcción, de conducir o de ejercer la abogacía).

			TABLA 2

			Tipos de políticas

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							
							Coerción pública

							sobre los afectados

						
							
							Coerción pública

							sobre el entorno de los afectados

						
					

					
							
							Coerción pública indirecta

						
							
							Políticas distributivas

						
							
							Políticas constitutivas

						
					

					
							
							Coerción pública directa

						
							
							Políticas reglamentarias

						
							
							Políticas redistributivas

						
					

				
			

			FUENTE: Lowi (1964, 677-755; citado en Mény y Thoenig, 1989).

			Las políticas reglamentarias se aplican directamente sobre la población objetivo también, pero esta vez hacen recaer todo el peso de la coerción pública sobre los individuos que no respetan las reglas. En este sentido limitan su libertad individual. Dicho de otra forma, estas políticas son las que castigan a través del código de la circulación, el código de los mercados financieros o el código civil.

			Las políticas constitutivas son los programas públicos pensados para establecer reglas que delimiten las normas de comportamiento de los individuos. Modifican o refuerzan las reglas del juego. En este sentido son indirectas y se aplican al entorno de los ciudadanos, como, por ejemplo, la creación de una Constitución o de cualquier otra regla que permita vivir en comunidad.

			Las políticas redistributivas son las más visibles en el marco del Estado de bienestar ya que permiten repartir los ingresos fiscales del Estado entre los ciudadanos. Redistribuyen los recursos públicos en función de criterios previos. Por ello se encuentran en la casilla de las políticas con un efecto directo sobre el entorno de la ciudadanía. Las políticas sociales y todas las medidas que afectan el sistema de Seguridad Social son buenos ejemplos de ello.

			Obviamente, estas categorías son tipos ideales que no se encuentran tal cual en la realidad. Así, cualquier modificación del régimen de la Seguridad Social —el copago sanitario decidido por el gobierno de España en 2012, por ejemplo— tiene elementos distributivos, reglamentarios, constitutivos y redistributivos. Cualquiera que no respetara la ley se vería multado por infringir el nuevo conjunto de reglas que modifica el reparto de los recursos entre administración y usuarios. De la misma forma, existen otras taxonomías, como la de Wilson (1980) —basada en el grado de concentración de los costes y beneficios— o la de Anderson (2003) —políticas sustantivas contra políticas procedimentales—, pero ninguna ha conseguido la misma popularidad que el modelo de Lowi.

			
II. EL ANÁLISIS DE POLÍTICAS PÚBLICAS

			El policy analysis (o análisis de las políticas públicas) es una práctica relativamente reciente, cuyo auge es paralelo al desarrollo del Estado de bienestar. El crecimiento de las economías occidentales en la posguerra permitió un aumento en gasto público y una expansión del campo de la acción pública. Es precisamente el intervencionismo lo que motivó el análisis de las políticas públicas (Goodin, Rein y Moran, 2008). Hoy en día, el análisis de las políticas públicas sigue siendo una materia deudora de varios subcampos de las ciencias sociales, o, tal y como la llaman Daneke y Steiss (1971, 95-113), una «disciplina indisciplinada».

			
A) LA APARICIÓN DEL ANÁLISIS DE POLÍTICAS PÚBLICAS


			¿Por qué apareció el análisis de las políticas públicas? En realidad, el hecho de que un gobierno realice programas públicos no es nada nuevo. Hasta en la Biblia se habla de los grandes proyectos del faraón o de las decisiones que tomaron las tribus de Israel. Numerosos informes fueron producidos por expertos a lo largo de la historia para ayudar a sus gobiernos a tomar las decisiones acertadas. Entre los ejemplos más famosos está el informe de Sexto Julio Frontino sobre el sistema de abastecimiento de agua de la ciudad de Roma (95 después de Cristo), el de Alexander Hamilton sobre las manufacturas en América (1791) o el de Martin Faustmann sobre la tala de árboles en los bosques de Alemania (1849). Lo que sí es nuevo es que el producto de la acción pública se estudie de forma científica.

			Durante todo el siglo XIX, el liberalismo clásico (Bentham, Mill, Ricardo, Smith) impuso una frontera clara entre lo «público» y lo «privado». Después de la experiencia de la monarquía absoluta en Europa y de la arbitrariedad que ello suponía (una simple carta del rey de Francia podía mandar a alguien a la cárcel de la Bastilla), los liberales sostuvieron que cuanto menos actuara el Estado en los asuntos de los ciudadanos, mejor se portaría la sociedad. En otros términos, el bienestar colectivo se entendía como la suma de los intereses individuales (Tabla 3).

			TABLA 3

			El liberalismo económico clásico

			
				
					
				
				
					
							
							Adam Smith: «Todo hombre, con tal de que no viole las leyes de la justicia, debe quedar perfectamente libre para abrazar el medio que mejor le parezca para buscar su modo de vivir, y sus intereses; y que puedan salir sus producciones a competir con las de cualquier otro individuo de la naturaleza humana [...].»

						
					

				
			

			FUENTE: Smith [2002 (1776)].

			De esta forma, el Estado tenía que limitarse a vigilar las reglas del juego para mantener la competencia. Se concebía al Estado como un mero árbitro del comercio mientras el mercado se autorregulaba según el principio de la «mano invisible». Según Smith [2002 (1776)], dicha mano actuaba en función de las fuerzas del mercado, reequilibrando constantemente la oferta y la demanda social de bienes y servicios. Por ello el Estado se tenía que limitar a unas pocas competencias básicas como la defensa, el orden público y la justicia según los preceptos del laisser-faire. En tales condiciones el estudio de las políticas generadas por el Estado no tenía ninguna justificación.

			Sin embargo, a partir del final del siglo XIX, esta concepción de lo público y lo privado empezó a quebrantarse. En 1929, el crac de la bolsa abocó a miles de hombres y mujeres a la miseria, demostrando que una nueva relación público/privado era necesaria en los Estados occidentales. Tres modelos políticos se fraguaron en este período. Por una parte, se consolidó el socialismo real a través del ejemplo de la Revolución bolchevique de 1917 y de la colectivización de los recursos bajo el control del partido comunista. Por otra parte, a lo largo de los años treinta algunos Estados adoptaron regímenes fascistas (Italia, Alemania, España, Portugal, Japón), en los que un líder único controlaba el comportamiento de los ciudadanos con fines nacionalistas. En el medio, otros países, como el Reino Unido o Estados Unidos, mantuvieron un régimen liberal realizando concesiones progresivas frente a las fuertes presiones ejercidas por los movimientos obreros en las grandes ciudades del mundo industrial. Fue en esta época cuando nació el «segundo liberalismo», diferente del liberalismo clásico. Dewey, en Estados Unidos, o Keynes, en el Reino Unido, propusieron reformar la democracia expandiendo el papel del Estado para luchar contra la crisis. No creían que del mercado pudiera surgir un «orden espontáneo» tal como lo había demostrado el crac del «jueves negro». Al contrario, insistían en el papel regulador del Estado, único agente económico capaz de pensar más allá de la rentabilidad a corto plazo (Tabla 4).

			TABLA 4

			El segundo liberalismo

			
				
					
				
				
					
							
							John Maynard Keynes: «El ensanchamiento de las funciones del Estado, necesario para la adaptación recíproca de la propensión a consumir y de la incitación a invertir, parecería [a algunos] una horrible infracción de los principios individualistas. Este ensanchamiento nos parece lo contrario y el único medio para evitar la destrucción completa de las instituciones económicas actuales, y la condición para un feliz ejercicio de la iniciativa individual.»

						
					

				
			

			FUENTE: Keynes [2002 (1936)].

			La primera aplicación de estas ideas novedosas se plasmó a través del programa de New Deal (nuevo pacto), impulsado por el presidente Roosevelt en Estados Unidos. Este período borró completamente la frontera tradicional entre público y privado al ampliar las competencias del Estado a nuevos sectores, como la educación, la sanidad, la industria o el comercio, antiguamente considerados como asuntos privados. De esta forma, las políticas públicas se convirtieron en una forma de paliar las deficiencias del mercado a través de la nacionalización de empresas privadas, la financiación de servicios sociales y la creación de empresas públicas. En el nuevo Estado de bienestar, el gobierno velaba por las necesidades de sus ciudadanos invadiendo su espacio privado tal y como se lo pedían los partidos socialdemócratas y los sindicatos.

			Este contexto demostró ser propicio para los estudios sobre la acción pública. De hecho, el primero en usar la expresión «políticas públicas» fue Harold Lasswell (1930), un miembro destacado de la escuela de sociología de Chicago (Farr et al., 2006, 579-587). Economistas, politólogos, sociólogos, psicólogos y especialistas en gestión pública se juntaron para empezar a analizar los cambios producidos. A pesar de sus diferencias todos compartían la creencia de que el saber y la tecnicidad podían aportar soluciones concretas a problemas concretos. Se trataba de un enfoque racional, pragmático y positivista que llegó a su culmen bajo los mandatos de Kennedy (proyecto de New Frontier) y Johnson (proyecto de Great Society). Los «jóvenes magos» del gobierno (como el economista John Kenneth Galbraith) asesoraban a estos líderes para indicarles las mejores opciones políticas a tomar basándose en sus investigaciones4. Al mismo tiempo, los fondos estatales aseguraban una financiación confortable a los programas de investigación centrados en los temas de interés para el gobierno. En definitiva, los años sesenta representaron un período de crecimiento institucional para el análisis de las políticas en Estados Unidos. En Harvard, la Graduate School of Public Administration —creada en 1936— se convirtió en Kennedy School of Government en 1966, haciendo especial hincapié en su nuevo máster en Políticas Públicas.

			Pero el período de estanflación (estancamiento económico e inflación) que se abrió al principio de los años setenta demuestró que la acción del Estado sobre la economía tenía límites. La competencia de los países asiáticos, la saturación de los mercados occidentales, el aumento del precio del petróleo y el coste de los servicios públicos empezaron a mermar los ingresos fiscales de los Estados occidentales. Este período histórico fue clave en la aparición de dos ideólogos del movimiento de la «nueva derecha»: Friedrich von Hayek y Milton Friedman (Tabla 5).

			TABLA 5

			Discurso de Milton Friedman

			
				
					
				
				
					
							
							Milton Friedman: «La causa de la libre empresa, de la competencia, es la única que puede mantener a los capitalistas alejados de tener un poder excesivo. Hay un viejo dicho que reza: “si quieres cazar a un ladrón, llama a otro para que lo atrape”. La virtud del capitalismo de libre empresa es aquel que coloca a un empresario frente a otro, y ése es el método más efectivo de control.»

						
					

				
			

			FUENTE: Friedman [2012 (1962)].

			A través de la asociación del Mont-Pélerin y los jóvenes licenciados formados en la Facultad de Economía de la Universidad de Chicago, estos dos economistas consiguieron imponer nuevas ideas neoliberales en todo el mundo. Sus críticas se centraron en dos dimensiones. Primero, en el coste y la poca eficiencia del sector público frente a las empresas privadas. Según ellos, el hecho de desenvolverse en un entorno competencial hacía que las empresas privadas fueran mucho más eficaces a la hora de gestionar sus recursos. Por tanto, había que imponer una cierta competencia para que los actores públicos se esforzaran más. Segundo, criticaron las motivaciones de los actores gubernamentales. Según esta corriente, las políticas públicas no eran implementadas sobre la base de necesidades reales sino en función de las presiones ejercidas por unos intereses privados dentro del aparato estatal. Ello significaba que los programas que lanzaba el gobierno dependían del apoyo/veto de los sindicatos mayoritarios y de la burocracia (Downs, 1964; Niskanen, 1971).

			Estas críticas tuvieron rápidamente efectos muy concretos. La privatización de empresas públicas fue uno de ellos. También se desarrollaron nuevas herramientas de control de la administración pública importadas del sector privado (como el análisis coste-beneficio, el control de los horarios, el control de calidad, o las cartas de calidad). Este movimiento, denominado Nueva Gestión Pública —muy popular entre los gobiernos conservadores de Ronald Reagan y Margaret Thatcher—, desplazó de nuevo la frontera entre lo público y lo privado. En concreto, la administración pública tenía que inspirarse en el sector privado. Este giro hacia el neoliberalismo y la voluntad de pedir cuentas al sector público creó un terreno ideal para el desarrollo de múltiples espacios para el análisis de políticas públicas. Nuevas revistas aparecieron5, las conferencias se multiplicaron6 y esta nueva disciplina empezó a ser impartida en todos los grados universitarios de ciencia política, economía y sociología del mundo.

			Este debate no se ha acabado ni se acabará. Hoy en día, varias ideologías conviven con perspectivas muy diferentes acerca del papel del Estado. No obstante, en una economía abierta a la competencia global y en la que los niveles de gobierno local, regional, estatal e internacional deben colaborar, el análisis de políticas públicas puede resultar un tanto complejo. De hecho, el análisis de políticas públicas abarca hoy en día sectores muy variados así como métodos y técnicas muy diferentes. En este sentido, mención aparte merece el auge del análisis de políticas públicas en España por su desarrollo peculiar (Tabla 6), primero dentro de una dictadura y luego en un entorno democrático.

			TABLA 6

			El análisis de políticas públicas en España

			
				
					
				
				
					
							
							La ciencia política española aparece al mismo tiempo que en el resto del mundo con la apertura en Madrid de la Escuela Libre de las Ciencias Políticas en 1872. En aquella época los «estudios políticos» están bajo el dominio del «derecho político». La llegada del franquismo reordena la enseñanza superior al crear un Instituto de Estudios Políticos bajo el control del régimen. A pesar de la existencia de estas instituciones, no existe todavía una línea de investigación clara sobre la acción gubernamental.

							La aparición de los primeros estudios centrados en la administración española se corresponde con la llegada al poder de los ministros del Opus Dei en 1957. El auge de la economía de mercado después de los años de autarquía, la aparición de políticas sociales y las reformas burocráticas incitan a los investigadores a llevar a cabo estudios sobre el rendimiento de la administración pública. No obstante, esta perspectiva gerencialista es muy poco crítica con el régimen y se centra en asuntos puramente técnicos. Nuevas instituciones (como la Escuela Nacional de Administración Pública) y nuevas caras aparecen en el panorama español de esta incipiente ciencia de la administración, como Beltrán, Linz, Moya, De Miguel o García de Enterría.

							En 1972, la introducción de una asignatura de ciencia de la administración en el currículo de la nueva Facultad de Ciencia Política y Sociología de la Universidad Complutense permite institucionalizar este nuevo campo académico. El trabajo de investigadores como Murillo, Cazorla, García Pelayo o Alba no cae en saco roto, ya que en 1983 la publicación de la Ley Orgánica de Reforma Universitaria divide los estudios políticos en dos ramas: derecho constitucional, por un lado, y ciencia política, por otro. Los nuevos politólogos no tardan en reorganizar su nuevo campo de actuación durante los años ochenta. Seguidamente, se crean nuevas asignaturas sobre políticas públicas en la reciente Universidad Autónoma de Barcelona, así como un centro de investigación específico: el Instituto de Gobierno y Políticas Públicas.

							El trabajo realizado en las nuevas universidades (Santiago de Compostela, País Vasco, Madrid) y en ciertas instituciones como la Fundación Juan March permite el despegue definitivo de las políticas públicas como subdisciplina de las ciencias políticas. Con la creación oficial de la Asociación Española de Ciencia Política y de la Administración en 1991, el espacio dedicado a las políticas públicas crece rápidamente en los congresos, las publicaciones y la docencia. En otros términos, se trata hoy en día de un campo académico institucionalizado.

						
					

				
			

			FUENTE: Harguindéguy y Echavarren (2011).

			
B) ANÁLISIS «DE» Y «PARA» LAS POLÍTICAS


			La situación del análisis de las políticas públicas es la siguiente. Actualmente conviven estudios de todo tipo sobre los programas gubernamentales (McRae, 1976, 363-388; Parsons, 1995; Subirats et al., 2008), desde los más teóricos hasta los más aplicados. Esta diferencia puede ser muy exacerbada en el campo del análisis de las políticas públicas. Sin embargo, esta diferenciación existe en todas las disciplinas. Un individuo puede ser mecánico y conocer a la perfección los engranajes de un motor, y otro puede trabajar de forma más teórica sobre todas las variables que hacen que un coche avance (aerodinamismo, adherencia al suelo, consumo). No es que una opción sea mejor que la otra; simplemente se centran en un mismo objeto desde dos perspectivas diferentes (empírica o teórica). Este manual se inscribe en la segunda tradición pero, obviamente, tratará de dar informaciones sobre la primera. Además, no hay ninguna incompatibilidad entre ellos, y de hecho los centros universitarios de análisis de las políticas públicas suelen realizar informes «empíricos» para sus clientes al igual que las empresas del sector (De Leon y Overman, 1989, 405-442). Las principales diferencias entre estas dos posturas figuran en la Tabla 7.

			
C) EL ESTUDIO CIENTÍFICO DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS


			Si está claro que los analistas en políticas públicas están para ayudar a los políticos a tomar decisiones acertadas (o a no repetir errores)7, ¿a qué se dedican los científicos de las políticas públicas? Se podría decir que intentan entender mejor el sentido de la acción pública y su evolución. El campo de acción es muy amplio (agricultura, industria, turismo, cultura, vivienda, descentralización, sanidad, ayuda al desarrollo, innovación, educación) y los niveles gubernamentales de análisis también (ayuntamientos, provincias, agrupaciones de ayuntamientos, gobiernos regionales, ministerios estatales, organizaciones internacionales).

			TABLA 7

			Diferencias entre enfoques teóricos y prácticos de las políticas públicas

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							
							Análisis para las políticas

						
							
							Análisis de las políticas

						
					

					
							
							Enfoque

						
							
							Empírico

						
							
							Teórico

						
					

					
							
							Objetivo

						
							
							Mejorar las políticas públicas para maximizar el uso de los recursos públicos siendo lo más eficaz posible

						
							
							Entender mejor lo que nos «dicen» las políticas públicas sobre el Estado y la gobernanza en general

						
					

					
							
							Métodos

						
							
							Existe una pluralidad de métodos

						
							
							Existe una pluralidad de métodos

						
					

					
							
							Actores

						
							
							Analista en políticas públicas

						
							
							Científico de las políticas públicas

						
					

					
							
							Instituciones

						
							
							Consultorías de evaluación, think tanks, agencias estatales, grupos de presión y partidos políticos

						
							
							Universidades principalmente

						
					

					
							
							Ejemplo

						
							
							El informe de evaluación de la Comisión Europea sobre el programa INTERREG 2000-2006. Compara los resultados obtenidos en función de varios indicadores definidos previamente

						
							
							El análisis de Jones y Baumgartner (1993) sobre las dinámicas de la agenda gubernamental en Estados Unidos

						
					

				
			

			FUENTE: Elaboración propia.

			Los científicos de las políticas públicas recopilan informaciones para luego intentar averiguar un aspecto del programa analizado. Para ello realizan estudios cuyo alcance teórico es variable. El primer nivel de trabajo es el «nivel teórico micro». Se trata de análisis centrados en un caso concreto. Sus conclusiones se referirán ante todo a este caso, aunque puedan ser extrapolables a otros casos parecidos. Por ejemplo, la implementación de las ayudas agrícolas en una comarca de Jaén dedicada al olivo puede ser un buen tema para realizar un estudio de estas características.

			El siguiente es el «nivel teórico intermedio». Consiste en estudiar un ámbito un poco más amplio de manera que se puedan sacar conclusiones válidas aplicables a varios casos en este mismo sector. Por ejemplo, al trabajar sobre los procesos de descentralización en Europa, un investigador puede darse cuenta de que en la mayoría de los países las autoridades regionales y la Comisión Europea han ganado peso en las negociaciones con el Estado central. Entonces podrá concluir que la naturaleza de las relaciones centro-periferia se basan hoy en una interacción multinivel, que implica a varios actores de varios niveles territoriales.

			Finalmente, el último nivel es el «nivel teórico macro». Un estudio macro cubre muchos casos y aspira a explicar cómo funcionan las políticas públicas en general. Para un marxista, el Estado es simplemente el instrumento de la explotación capitalista. Por tanto, las políticas públicas generadas por el Estado son meros instrumentos de dominación al servicio de los poderosos. Se trata de una macroteoría con un potencial explicativo importante, pero que resulta muy difícil de aplicar en ciertos ámbitos.

			
D) MARCOS, TEORÍAS Y MODELOS


			Más allá de esta cuestión, es también muy importante distinguir entre los varios tipos de teoría que existen, ya que no todos los científicos de las políticas públicas tienen la misma ambición. Dependiendo de los casos, pueden limitarse a proponer una explicación de alcance limitado o, al contrario, explicar todas las relaciones de un fenómeno para poder predecir cuándo sucederá. Es la diferencia que existe entre los marcos, las teorías y los modelos. Además, su uso permite la comparación y una cierta acumulación del saber. Sin embargo, hay matices entre estos tres conceptos. Un «marco» es un simple conjunto de teorías para explicar un fenómeno. En un marco, varias teorías pueden convivir.

			En cambio, una «teoría» es más específica en el sentido en que se aplica sólo a un conjunto de fenómenos. Permite establecer una cierta relación entre las causas y los efectos de un fenómeno para intentar generalizarlos a más fenómenos. Puede incluir modelos. Lo que está claro es que no todas las teorías funcionan en todas las circunstancias. Por ejemplo, la teoría del homo oeconomicus es muy eficaz para entender las dinámicas generales de las transacciones económicas, pero tiene bastantes carencias a la hora de comprender los motivos psicológicos que llevaron a un individuo a tomar una decisión.

			Finalmente, un «modelo» es más concreto aún porque explica un fenómeno, lo cuantifica y permite preverlo, en general a base de datos estadísticos. Por ejemplo, un modelo antisísmico en la costa oriental japonesa incluye variables (movimiento de las capas de la tierra, base de datos sobre seísmos precedentes). Si estas variables pasan de un cierto nivel, se da la alerta porque se supone que va a desencadenar un terremoto.

			Que estas consideraciones no paralicen al lector, sin embargo, ya que la principal calidad de un científico de las políticas públicas (y de un analista) consiste en conjugar imaginación con sentido común. Cada caso es particular y requiere un tipo de análisis específico que permita sacarle el máximo partido (Dye, 2002).

			
				
					1 Sin embargo, no todos los monopolios son indeseables. Por una parte existen «monopolios naturales», es decir, mercados donde el coste de entrada (la inversión inicial) es tan alto que sólo puede ser asumido por una autoridad pública. Por otra parte, el «monopolio legal» (creado por ley) puede ser la mejor solución para gestionar determinados sectores estratégicos como la energía nuclear y que no caigan en manos de empresas privadas únicamente movidas por la consecución de beneficios a corto plazo.

				

				
					2 Más información al respecto en el capítulo 14.

				

				
					3 El/la lector/a podrá encontrar más información sobre los bienes comunes en el capítulo 12.

				

				
					4 Por ejemplo, el Sistema de Planeación, Programación y Presupuesto (PPBS) implementado por Johnson en la administración federal para decidir sobre los gastos realizados en el marco de la guerra en Vietnam (Nelson, 551-592).

				

				
					5 Policy Studies Journal (1972), Policy Studies Journal (1980), Journal of Public Policy (1981), Journal of Accounting and Public Policy (1982), Journal of Policy Analysis and Management (1984), Public Policy and Administration (1986), Journal of Comparative Policy Analysis: Research and Practice (1988).

				

				
					6 La Asociación Americana de Ciencia Política dispone de una sección interna sobre «Políticas públicas», al igual que la Asociación Internacional de Ciencia Política con el comité de investigación sobre «Políticas públicas y Administración».

				

				
					7 En palabras de Wildavsky (1987): «Speaking Truth to Power».

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO 2

			
LA DEFINICIÓN DE LOS PROBLEMAS COMO RAÍZ DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

			
INTRODUCCIÓN

			En el marco del análisis del ciclo de las políticas públicas, la aparición de los problemas es el paso previo a cualquier estudio que se precie. Pero ¿qué es un problema político? Según Mark Warren (1999, 207-231), un problema político tiene dos dimensiones relacionadas: es colectivo y está basado en el conflicto. El cruce de estas dimensiones aparece en la Tabla 1 y define cuatro tipos ideales de situaciones.

			La celda A no tiene nada de político, ya que agrupa a los asuntos individuales conflictivos. Sea cual sea la manzana de la discordia, se trata de un asunto privado sin mayor relevancia para el resto de la comunidad. No tiene más importancia más allá del pique entre dos individuos. Por ejemplo, el hecho de que Pedro se enemiste con Juan porque no le ha devuelto su coche en buenas condiciones no genera ningún problema social que suponga una respuesta gubernamental.

			La celda B tampoco tiene relevancia política, puesto que concentra los asuntos individuales sin dimensión conflictiva. Numerosos aspectos de la vida en sociedad están basados sobre la cooperación entre individuos. La solidaridad familiar, entre pares, colegas de trabajo, o incluso la voluntad de ayudar al prójimo, son elementos importantes. Sin embargo, no implican por ello una dimensión política. Por ejemplo, después del episodio del coche Pedro y Juan pueden volver a ser amigos de nuevo sin que ello afecte al futuro de la sociedad.

			La celda D se acerca a la política por su dimensión colectiva. Sin embargo, carece de conflicto. Esta situación puede parecer ilógica si se toma en cuenta que el conflicto es inherente a la vida en sociedad. No obstante, la razón de esta situación es muy simple. Esta celda agrupa las situaciones en las que el poder político niega la existencia de clivajes en el grupo. En una dictadura la ausencia de libertades cívicas y civiles impide que aflore el conflicto. Por ello no se puede hablar realmente de política ya que cualquier foco de oposición está paralizado. En su libro 1984, George Orwell (1949) presenta una sociedad de estas características en la que el Estado controla integralmente la mente de sus ciudadanos.

			La celda C es auténticamente política. Por una parte, tiene una dimensión conflictiva pero a la vez trata de asuntos colectivos. En un entorno libre políticamente, todos los asuntos colectivos (recogida de residuos, políticas de integración de inmigrantes, educación, guerra exterior) son políticos porque son susceptibles de recibir al menos dos respuestas; y dos respuestas significan un conflicto potencial que tiene que ser resuelto a través de la política.

			TABLA 1

			¿Qué es político?

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							
							Dimensión individual

						
							
							Dimensión colectiva

						
					

					
							
							Conflicto
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							C

						
					

					
							
							Ausencia de conflicto

						
							
							B

						
							
							D

						
					

				
			

			FUENTE: A partir de Warren (1999, 207-231).

			Ahora bien, si los problemas políticos son colectivos y fuentes de conflicto, ¿cómo aparecen en el espacio público? Aunque suene extraño, muy pocos problemas políticos existen de por sí. Algunos/as lectores/as pensarán que hay muchos problemas fáciles de identificar porque son objetivos (como la adicción a las drogas, las crisis económicas o las muertes en las carreteras) y es verdad en un cierto sentido. Un terremoto es un problema de esta clase. Se trata de un problema objetivo que nadie puede obviar. No obstante, hay una multitud de problemas «objetivos» que lo son desde hace relativamente poco tiempo. Es el caso de los accidentes de coches. Es el caso también de los efectos nocivos del tabaco, o de la violencia de género. No es que antes no fueran graves también, sino que simplemente nadie les prestaba atención. Ello significa que hay que matizar muchísimo la creencia en el sentido común de los ciudadanos y de sus políticos. Dicho de otra forma, en política el sentido común existe, pero evoluciona con el tiempo y no está exento de manipulación.

			Desde este punto de vista constructivista, las políticas públicas existen para resolver unos problemas, y estos problemas (el aborto, las corridas, la inmigración) son unos asuntos sociales que alguien ha convertido en problemas. Este punto es fundamental porque las políticas desarrolladas dependen estrechamente de la forma en que se percibe el problema que las justifica. Por ejemplo, para luchar contra los accidentes con armas de fuego, un gobierno puede prohibir las armas de fuego o dar clases de tiro a la gente que las usa. Todo depende de la forma en que se consideren las armas (un peligro innecesario en una sociedad moderna donde el Estado ejerce el monopolio del uso legítimo de la violencia, o un derecho ancestral para defenderse de los malhechores)1.

			El ámbito de la formulación de políticas públicas es muy popular desde los años ochenta. Hoy en día se trata de un sector que genera mucha literatura sobre los procesos narrativos que llevan a producir políticas públicas (Kaplan, 1986, 761-778)2. Este capítulo presentará primero las herramientas al servicio de los actores políticos para generar problemas, para centrarse después en las estrategias discursivas utilizadas para construir dichos problemas.

			
I. LA CONSTRUCCIÓN DE LOS PROBLEMAS

			Pocos problemas políticos existen de forma objetiva. Es importante entender que un asunto social no es un problema político hasta que alguien lo convierta en ello. En la mayoría de los casos, todo depende del trabajo de construcción realizado previamente (Berger y Luckman, 1965; Yanow, 2000) a través de la retórica. Dicho de otra forma, no hay problemas políticos per se (o muy pocos), sino asuntos sociales (hechos neutrales) que son convertidos en problemas (que pueden entrar en la agenda política).

			
A) DEL ASUNTO AL PROBLEMA POLÍTICO


			¿Cuáles son los criterios que definen un «buen problema político» potencial y cómo se realiza esta conversión? Es lo que Cobb y Elder (1972) llaman el «proceso de expansión de un asunto». Según estos autores, no todos los asuntos tienen las mismas posibilidades de convertirse en problemas políticos. Para que ello suceda, un asunto social necesita incluir cinco elementos. El primero es su «grado de especificidad». Las fronteras del asunto no tienen por qué estar claramente marcadas. Un cierto margen de ambigüedad puede ayudar a que un público amplio se fije en ello. Por ejemplo, el concepto de «inseguridad ciudadana» no tiene sentido en muchas zonas rurales, pero podría afectar a todos y por ello es eficaz.

			El segundo elemento es el «grado de relevancia social» ya que el asunto tiene que afectar —al menos potencialmente— al máximo número de ciudadanos. Por ejemplo, las alergias o el paro no entienden de fronteras ni de clases. Por ello pueden ser buenos vectores de expansión si se consigue que la población adopte estos temas como propios.

			La «relevancia temporal» es importante ya que, si un asunto desaparece demasiado rápido, no puede «cuajar» en la opinión pública porque otros asuntos lo tapan. Sin embargo, si se consigue demostrar que un determinado asunto tendrá consecuencias en el futuro, entonces puede que llegue a imponerse algún día en la agenda. Por ejemplo, la crisis de la deuda soberana estuvo aplastando a muchas otras noticias entre 2010 y 2014 en Europa del sur, en gran parte porque generaba incertidumbre sobre la financiación futura del Estado de bienestar3.

			En cuarto lugar, el «nivel de complejidad» es fundamental para que un asunto se pueda convertir en problema político. Cuanto más complicado sea el asunto para los ciudadanos, menos se suelen involucrar en ello. Así, las reformas fiscales suelen tener un alto nivel de complejidad que las convierte en asuntos difíciles de manejar sin un mínimo de conocimientos en la materia. Por ello los políticos suelen simplificar estos temas a ultranza resumiéndolos a una simple elección entre dos opciones.

			Finalmente, la «existencia de precedentes históricos» puede atraer el interés por la novedad. Los asuntos totalmente nuevos son más impactantes, ya que la atención del público se suele saturar con asuntos ya «clásicos» y que parecen sin solución (como las hambrunas en países africanos). No obstante, dichos asuntos son difíciles de manejar en un discurso porque no siempre existen posturas definidas sobre ellos. Por ejemplo, las descargas ilegales en Internet, aunque sean un asunto importante por las pérdidas económicas que generan, todavía no han generado una solución «de izquierdas» y otra «de derechas».

			
B) CONSTRUIR LOS PROBLEMAS POLÍTICOS


			Pero los problemas políticos no suelen aparecer por arte de magia. Es más, el proceso de construcción de los problemas pasa generalmente por tres fases (Felstiner, Abel y Sarat, 1980, 631-654). La primera es la de «nombramiento». Se nombra el asunto determinando sus fronteras. Por ejemplo, la «violencia en las carreteras» no es nueva en sí, pero el concepto sí que lo es. Hasta los años noventa se hablaba de casos aislados de individuos conduciendo bajo el efecto del alcohol y demás imprudencias. También se hablaba mucho de fatalidad. Parecía que la siniestralidad vial era el tributo que pagar a la modernidad. Ya no. Ahora todos los accidentes han sido incluidos en la expresión «siniestralidad vial».

			La «inculpación» es la segunda fase del proceso de construcción. Trata de organizar una queja en torno a este asunto, es decir, a «problematizarlo». Ello requiere conectar un problema con una causa. Hoy en día, los conductores ebrios son considerados responsables de sus actos y se les castiga en virtud de los datos sociológicos y fisiológicos sólidos que demuestran que un conductor ebrio pone en peligro su propia vida y la de los demás.

			Culpar a un actor o a un conjunto de actores no es el final del proceso. La «reclamación» de algún tipo de acción pública es un paso más que consiste en pedir una solución al gobierno. Una vez las evidencias empíricas en la mesa, los grupos que promueven un asunto deben conseguir atraer la atención de los gobernantes con el objetivo de obtener una solución a sus quejas.

			
C) LA RETÓRICA DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS


			En estas condiciones, sólo queda preguntarse qué instrumentos utilizar para poner en marcha este proceso de «problematización». Tal y como recuerda Giandomenico Majone (1992): «Las políticas públicas están hechas de palabras», lo que hace de ellas un campo para el debate y la persuasión, es decir, la retórica. La retórica está estrechamente vinculada a la política desde la antigua Grecia del siglo v antes de Cristo, a través de la obra de los sofistas (Gorgias y Protágoras, por ejemplo). Hoy en día, este vínculo es aún más fuerte en una sociedad pacificada, donde la principal arma para conseguir el poder es la convicción a través de los medios de comunicación. Este nuevo entorno hace de la retórica —que trata del arte de expresarse para convencer a alguien— una disciplina muy en boga4.

			Según las reglas de la retórica, un discurso (político o no) se fundamenta en tres ejes (Hernández-Guerrero y García Tejera, 1994). El primero de ellos es la inventio, es decir, el tema general del discurso. Este tema general sólo puede ser expresado a través de una dispositio. La dispositio se refiere a una estructura que suele empezar por un exordium (parte preintroductoria diseñada para captar la atención del oyente), seguido de una narratio (parte introductoria que expone la tesis del orador), una argumentatio (parte central donde aparecen los argumentos que apoyan su tesis) y acabar con una peroratio (parte final que recapitula lo dicho anteriormente y concluye). Todo ello varía de un orador a otro en función de su elocutio, es decir, su estilo. Algunos privilegiarán un estilo sintáctico (basado en una progresión lógica de las ideas) o, al contrario, fonético (basado en el sonido de las palabras). Existen numerosos ejemplos de discursos políticos que consiguieron plantear problemas, remover las conciencias y obtener soluciones políticas. El discurso pronunciado por el reverendo Martin Luther King en 1963 es uno de los ejemplos más famosos de la historia. Merece una mención aparte por el equilibrio entre su sentido profundo y la reiteración de la fórmula «tengo un sueño» (Tabla 2).

			TABLA 2

			Un ejemplo de discurso político

			
				
					
				
				
					
							
							«Sueño que un día, en las rojas colinas de Georgia, los hijos de los antiguos esclavos y los hijos de los antiguos dueños de esclavos se puedan sentar juntos a la mesa de la hermandad. Sueño que un día, incluso el estado de Misisipí, un estado que se sofoca con el calor de la injusticia y de la opresión, se convertirá en un oasis de libertad y justicia.

							Sueño que mis cuatro hijos vivirán un día en un país en el cual no serán juzgados por el color de su piel, sino por los rasgos de su personalidad.

							¡Hoy tengo un sueño!»

							Martin Luther King Jr., «Tengo un sueño» (I have a dream), Washington DC, 28 de agosto de 1963.

						
					

				
			

			FUENTE: Combesque y Deleury (2002).

			Pues bien, en el mundo político la retórica también es el arte de convertir los asuntos sociales en problemas5. Los actores políticos están constantemente luchando para imponer su versión de los hechos. Es lo que el sociólogo Bourdieu (1994) llama «la lucha para la definición legítima de la realidad». Esta definición es fundamental porque es en el campo político donde se fragua la visión del mundo que se impondrá luego a la población. Se suele tratar de una lucha «simbólica» y no meramente física. Pero las palabras pesan mucho en determinadas circunstancias. ¿Por qué esta lucha? Por dos razones opuestas (Becker, 1963): por una parte, algunos poderosos actores políticos quieren «mantener el statu quo», es decir la estabilidad, porque favorece sus propios intereses. Por otra parte, la lucha retórica sirve también para alimentar el «cambio social». Dicho cambio puede permitir el acceso al poder de ciertos grupos minorados pero, a la vez, es sinónimo de inestabilidad6.

			Es lo que se llama la «función performativa» del lenguaje: hablando los actores sociales crean categorías mientras deshacen otras, estableciendo fronteras simbólicas entre ellos y los demás. La lucha dialéctica entre dos líderes es una lucha para presentar el mundo tal como les conviene a cada uno e imponer este marco al otro. Las herramientas son numerosas: la metáfora, la metonimia, la analogía, la comparación, la ironía, la ambigüedad, el calambur, la paradoja, la hipérbole, el insulto, el farol o la reiteración (Álvarez-Benito et al., 2009)7.

			
D) EL PESO DE LOS MARCOS INTERPRETATIVOS


			Estas herramientas sirven para «enmarcar» un problema, es decir, definirlo y relacionarlo con otros conceptos. Por ejemplo, para la extrema derecha francesa contemporánea (Wahnich et al., 1998), la inmigración es vista como una invasión de los países del norte por los del sur. El inmigrante —y especialmente el inmigrante musulmán— es el vector de valores percibidos como incompatibles con los de la sociedad de acogida (se suele hacer especial hincapié en las prácticas como la escisión o el hecho de llevar el burka). Además, el inmigrante llega en busca de un trabajo; por tanto, ocupa el puesto de un autóctono y, mecánicamente, hace aumentar la tasa de paro de los «nacionales». Se suele añadir que el inmigrante consume recursos como las ayudas sociales y que tiende a desarrollar tráficos de todo tipo para conseguir dinero. En definitiva, este discurso (perfectamente coherente a primera vista) reduce un fenómeno muy complejo como la inmigración a una serie de sustantivos simplistas (islam e islamismo, droga e inseguridad). Este enmarcamiento de la inmigración enfatiza algunos elementos del fenómeno a la vez que ignora explícitamente las razones profundas de este hecho social con el fin de sacarle un cierto rendimiento electoral y generar políticas de tinte xenófobas.

			El enmarcamiento proporciona una manera de ver el mundo, es decir, un «marco interpretativo» que permite entender el entorno (Goffman, 1974; Schön y Rein, 1994). Un marco no es una ideología inerte, sino que está en evolución constante para conseguir apoyos y convencer a los demás. Según Snow y Benford (1988, 197-217), un marco puede ser conectado a otro marco, puede ser reforzado, puede ser aplicado a otros asuntos o bien se puede transformar. En todos los casos, es usado como un arma para difundir ideas sobre un tema determinado.
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